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0.  INTRODUCCION

    El triunfo de los revolucionaros en Francia, en 1789, condicionó toda la actividad diplomática y militar exterior española, así como las decisiones internas de los gobierno de Carlos IV que, además debieron afrontar el irreversible desmoronamiento financiero, institucional e ideológico del Antiguo Régimen.
     Posteriormente, en 1808, la invasión de las tropas francesas de Napoleón precipitó el inicio de un proceso revolucionario político, cuyos resultados fueron la ruptura radical con el absolutismo regio del pasado y a

la aprobación de la Constitución liberal de Cádiz en 1812.

     Sin embargo, la contraposición entre los reformistas liberales  españoles y los inmovilistas absolutistas, planteada ya abiertamente durante el reinado de Carlos IV y continuada a lo largo de los años de la guerra de la Independencia, se convirtió en una violenta lucha armada durante el reinado de Fernando VII. Una etapa marcada además por la bancarrota económica estatal, por la ineficacia gubernamental y por el novedoso intervencionismo de los militares en los enfrentamientos políticos y por la pérdida de casi todos los territorios que España tenía en América

1.LA CRISIS  DE LA MONARQUIA BORBONICA. EL REINADO DE CARLOS IV
1.1.POLÍTICA EXTERIOR. EL IMPACTO DE LA REVOLUCION

    El estallido e inesperado triunfo de la Revolución Francesa (1789), determinaran de forma decisiva las posiciones diplomáticas, la actividad militar y hasta las resoluciones internas de los gobiernos de Carlos IV. Por vez primera en un país europeo, los revolucionarios habían conseguido un amplio apoyo popular para acabar con el poder absoluto del monarca y los privilegios de la nobleza, con la esperanza de ganar así más libertad e igualdad. Como era previsible los sucesos franceses provocaron una enorme conmoción en todo el mundo y extendieron el pánico entre los reyes, nobles y clérigos de toda Europa.
   Durante el reinado de Carlos IV podemos distinguir dos fases bien definidas en la política exterior española: una primera marcada por los enfrentamientos con Francia (1789-1795) y  una segunda caracterizada por el retorno a la alianza con este país(1796-1808)

     En 1789, el objetivo prioritario del gobierno, dirigido entonces por el conde de Floridablanca, consistía en aislar a España del contagio revolucionario y cerrar el país a toda posible penetración de la ideología subversiva procedente de Francia. Se temía la expansión de las nuevas ideas liberales, que eran consideradas como una peligrosa amenaza para los principios absolutistas y católicos de la monarquía española. Por ello se tomaron diversas medidas defensivas y se impidió la entrada a través de las aduanas de todos los libros, objetos, periódicos o viajeros sospechosos llegados desde el país vecino. Además, y para silenciar los acontecimientos de Francia, se prohibió a los periódicos nacionales la inclusión de cualquier noticia o comentario sobre los sucesos políticos que tenían lugar al norte de los Pirineos. Al mismo tiempo, más de 5000 clérigos católicos franceses llegaron a nuestro país huyendo de los revolucionarios. 

    Pocos años después, la situación se radicalizó aún más en Francia, donde el gobierno revolucionario proclamó la República (1792), acusó de traición al rey y ordenó su encarcelamiento y posterior ejecución en la guillotina (1793). La muerte del monarca francés Luis XVI, que era pariente del rey español, pues ambos pertenecían a la misma familia borbónica, provocó la declaración de la guerra contra Francia. En aquellos momentos, las tropas de la Francia revolucionaria, republicana y regicida ya se encontraban en combate contra los ejércitos de Austria, Prusia, Nápoles y Saboya, cuatro estados gobernados, al igual que España, por monarcas con poderes absolutos por derecho divino.

    Durante la Guerra de los Pirineos las operaciones militares fueron negativas para nuestro país, ya que el ejército enemigo cruzó los Pirineos y ocupó Guipúzcoa,  Vitoria, Bilbao y parte de Cataluña. Finalmente, en 1795, España se vio forzada a firmar la paz de Basilea, por la que a cambio de la retirada de sus tropas Francia obtuvo la entrega de la parte española de la isla de Santo Domingo y la concesión de ciertas ventajas comerciales. A pesar del fracaso, Godoy fue investido Príncipe de la Paz.
     La vuelta a la alianza con Francia tiene lugar en 1796 con la firma del Tratado de San Ildefonso, un  pacto hispanofrancés  dirigido contra Gran Bretaña. El motivo que impulsó al gobierno español a retomar los acuerdos con Francia, que habían sido mantenidos a lo largo de todo el siglo XVIII gracias a los Pactos de Familia, fue la defensa de los intereses territoriales económicos y comerciales en Hispanoamérica. El gobierno de Carlos IV prescindió de las anteriores   discrepancia ideológicas y en su decisión se impusieron ahora las razones estratégicas. Y es que Gran Bretaña representaba desde mucho tiempo atrás una amenaza constante para las colonias españolas en América, pues los ataques de los buques ingleses cortaban la navegación comercial transatlántica entre la Península   y las Indias, e interrumpían la llegada de plata desde las minas mexicana y peruanas. Por su parte, Francia también sostenía un duro enfrentamiento contra los ingleses por la hegemonía mundial desde hacía más de un siglo. Así pues, la Monarquía española y la República francesa coincidieron en su interés mutuo por derrotar a un enemigo común.
    Como consecuencia de este tratado España y Francia iniciaron una prolongada guerra contra Gran Bretaña y también contra Portugal, que mantenía una sólida alianza con los ingleses desde principios de siglo XVIII. El resultado del conflicto fue nefasto para  la flota española que, en 1797 fue destruida por los ingleses en un enfrentamiento frente a las aguas del cabo de San Vicente. Este mismo año, Gran Bretaña se apoderó de la isla caribeña de Trinidad y sus barcos cercaron el puerto e Barcelona, además de bombardear Cádiz y otras ciudades canarias. En marzo de 1798, tras la humillante paz con los ingleses, los reyes optaron por despedir a Godoy

    Durante dos años, diferentes ministros intentaron sostener la política de paz y de restablecimiento económico. En 1800, tras su llegada al poder, Napoleón forzó la firma del segundo tratado de San Ildefonso y la vuelta de Godoy . Un año después Francia y España entraron en guerra contra Portugal, el viejo aliado inglés, por la negativa portuguesa a sumarse al bloqueo continental que Francia intentaba aplicar a Bran Bretaña. La guerra de las Naranjas fue un paseo militar que permitió a Godoy cubrirse de honores, pero que nada reporto a España

    En 1804 estalló una nueva guerra contra Inglaterra, que se saldó con la derrota de armada española y francesa en Trafalgar(octubre de 1805). El desastre supuso el fin de la potencia naval española y la pérdida del ya precario control marítimo español sobre sus colonias. Después de Trafalgar la capacidad naval del país declinó definitivamente. 
     Mientras tanto la situación política dentro de Francia continuó cambiando de forma muy rápida. En 1799, un brillante, ambicioso y joven general llamado Napoleón culminó un golpe de Estado que señaló el inicio de su dictadura personal. Posteriormente, Napoléon se autoproclamó emperador hereditario y emprendió sus planes de expansión territorial con el ataque a Gran Bretaña y la ocupación de Bélgica, Holanda, Alemania, Suiza y toda la Península Italiana. En 1806, tras fracasar todos los proyectos de invasión de Inglaterra mediante un desembarco de tropas, Napoleón puso en práctica un bloqueo marítimo para aislar a los británicos, conseguir la destrucción de sus rutas comerciales y provocar su ruina económica.

    Un año más tarde, en 1807, España y la Francia napoleónica renovaron su tratado de alianza en Fontainebleau con un nuevo objetivo: la invasión y reparto territorial  de Portugal entre ambas naciones, ya que el bloqueo napoleónico contra Gran Bretaña solo podía tener éxito si los franceses colocaban bajo su control toda la Península Ibérica. Para facilitar el ataque a Portugal, Carlos IV autorizó la entrada a suelo español de unos 60.000 soldados franceses, que, a finales de 1807 y en tan solo un mes, ya había conseguido ocupar todo el territorio portugués.
1.2. LOS PROBLEMAS INTERNOS

     El pánico a la expansión de las ideas revolucionarias liberales por España y los repetidos fracasos  militares en las guerras con Francia y Gran Bretaña se sumaron otras complicaciones de carácter interno como la bancarrota financiera estatal, la desconfianza de la población en los gobernantes, y el enfrentamiento por el trono entre el rey Carlos IV y sus propio  hijo Fernando, el príncipe de Asturias.
     A principios de siglo XIX , España se encontraba  inmersa en una profunda crisis económica y social. El país se encontraba al borde del colapso financiero por el rápido aumento de las guerras y de los gastos militares ocasionados por los 27 meses de guerra contra los franceses y los casi siete años de guerra contra los británicos. Por contraste, los insuficientes ingresos estatales, bastante mermados ya por las exenciones fiscales que beneficiaban a los estamentos privilegiados (nobleza y clero), disminuyeron aun más al interrumpirse la llegada de plata dese las minas americanas como consecuencia de los ataques de barcos británicos. Tan agobiado se encontraba el gobierno que suspendió el pago de sus deudas y rebajó una tercera parte los sueldos de todos los empleados al servicio de la monarquía. Además, las continuas subidas de precios de los alimentos extendieron el descontento entre el pueblo. Este desbarajuste económico ponía en evidencia la ineficacia del sistema del Antiguo Régimen
   En un intento de aliviar el fuerte déficit de la Hacienda Pública y solucionar los apuros financiero, el gobierno recurrió, con escaso éxito, a los préstamos de bancos extranjeros, a la petición de donativos voluntarios entre los obispos y los aristócratas más adinerados, a la emisión de deuda pública (los denominados “vales reales”) y a la venta en subasta de una séptima parte de las propiedades de “manos muertas” de las instituciones eclesiásticas. Aunque estos bienes fueron vendidos con autorización del Vaticano, su pérdida intensificó la animadversión del clero católico contra Godoy.

   Godoy fue colocado por el rey en el poder en 1792. Se trataba de un simple oficial de la guardia real, sin estudios, pero ambicioso y despabilado, que logró ascender a lo más alto del poder, con solo 25 años de edad, gracias a su “íntima amistad” con la reina María Luisa de Parma. Desde entonces, y casi sin interrupción,  Godoy llevo siempre la dirección de todos los asuntos de gobierno, consiguió que el rey le recompensara con la concesión de tierras,  de títulos nobiliarios e incluso se emparentó con la familia real al contraer matrimonio con una prima carnal del monarca, María Teresa de Borbón.

    Sin embargo, los repetidos errores del gobierno hicieron que la mayoría de la población española, unos 12 millones de habitantes entonces, perdiera la confianza en sus dirigentes. La impopularidad alcanzó no solo a Godoy (que era universalmente aborrecido y descalificado por sus enemigos, que lo llamaban “malvado, rufián disoluto, traidor archipirata y oprobio del género humano”), sino también al mismo rey Carlos IV, que comenzó a ser despreciado por la opinión pública. Además, gran parte de los grupos privilegiados, la alta aristocracia y el clero católico, rechazaban y odiaban a Manuel Godoy. Los nobles, que habían sido apartados de las principales posiciones de poder político por Godoy, menospreciaban al extremeño por ser un advenedizo que no pertenencia a la aristocracia, pero sobre todo, estaban inquietos ante la enorme concentración de poderes que había acumulado en sus manos. El clero, que también temía perder influencia, desconfiaba de las simpatías pro napoleónicas de Godoy, y se oponía a las leyes que ordenaban la venta de algunos bienes de la Iglesia para obtener fondos y reducir así el déficit estatal.


En este ambiente se produce el enfrentamiento entre Carlos IV y su hijo Fernando. El ambiente de la Corte era caótico, ya que se producían continuas intrigas contra Carlos IV y contra su hombre de confianza, Godoy. Los importantes enemigos que Godoy tenía entre la nobleza y el clero supieron aprovechar la impopularidad del favorito del rey para buscar  y encontrar el respaldo del mismo heredero del trono, el príncipe Fernando, que también detestaba a Manuel Godoy. De este modo el hijo del monarca  participó activamente en las conspiraciones para derribar a  Godoy y destronar a su propio padre. El primer intento tuvo lugar en El Escorial, en 1807, pero el complot fue descubierto y el príncipe de Asturias fue arrestado y obligado a confesar el nombre de sus cómplices, todos ellos miembros de la alta aristocracia, para obtener el perdón de su padre. No obstante Fernando logró finalmente sus propósitos en marzo de 1808, cuando Carlos IV, que se encontraba junto a toda la familia real en el palacio de Aranjuez, fue forzado a ceder el trono a su hijo. Al mismo tiempo Godoy quedó arrestado y su  residencia fue asaltada por una multitud (Manuel Godoy  acabo por escapar y residió en Italia y París, sin regresar jamás a España, hasta su muerte en 1851).
    Todos estos acotamientos fueron observados con mucho interés por Napoleón, quien, desde 1807 y tras vencer a las tropas austríacas, rusas y prusianas, ya tenía planes para invadir España. Así pues, durante la primavera de 1808, Napoleón decidió aprovechar los conflictos familiares entre los reyes y la presencia de las tropas francesas en la Península (60.000 soldados) para eliminar a la dinastía real borbónica y apoderarse del territorio español.

     Tras los acontecimientos de Aranjuez, Napoleón se  negó a reconocer a Fernando y envió una escolta armada para proteger a Carlos. Mientras tanto, Fernando y sus consejeros, aunque desconfiaban de los “misteriosos y oscuros” proyectos napoleónicos, optaron por descartar cualquier intento de resistencia, por carecer de fuerzas suficientes y confiaron en alcanzar un acuerdo negociado con el emperador francés. Pero el plan napoleónico consistía  en atraer a Carlos y a su hijo Fernando hasta la localidad francesa de Bayona para, una vez allí, obligarles a renunciar a todos sus derechos al trono. Carlos, con la esperanza de recuperar la Corona, e impulsado por el odio hacia su hijo, se dejó conducir gustosamente a Bayona por los que consideraba sus “protectores franceses”. Por el contrario, Fernando realizó este peligroso viaje hasta territorio francés porque carecía de alternativas; estaba convencido de que si se negaba a acudir, el todopoderoso Napoleón le encarcelaría para restablecer en el trono a su padre y en el gobierno a Godoy.

    En consecuencia, a finales de abril de 1808, casi toda la familia real española ya se encontraba en Bayona, donde el emperador francés, tal y como tenía previsto, forzó a renunciar a sus derechos  reales a Carlos IV y a Fernando VII. Ambos estaban atemorizados y abdicaron en un acto vergonzoso e indigno, cediendo sus derechos al trono a Napoleón, quien posteriormente proclamó rey de España y de las Américas a su hermano José I Bonaparte. Fernando fue recluido bajo vigilancia e incomunicado en el castillo francés de  Valençay, pero recibió una compensación de dos millones de francos y entretuvo su cautiverio con los músicos y grupos de teatro que le facilitaron las autoridades francesas.

2. GUERRA Y REVOLUCION

2.1. LA GUERRA DE LA INDEPENDENCIA
     Napoleón, que había conseguido conquistar de forma fácil y rápida todo Portugal en solo un mes, nunca pensó que los españoles podrían ofrecer una seria resistencia a su poderoso ejército. Sin embargo, se equivocó y fue incapaz de dominar la situación. Así, el 2 de mayo de 1808 comenzaron en Madrid los levantamientos populares contra el ejército invasor En esta fecha, los franceses se disponían a trasladar al infante de 12 años de edad, Francisco de Paula (hijo menor de Carlos IV) a Francia para impedir que ningún miembro de la familia real española pudiera convertirse en símbolo de la resistencia antibonapartista. Pero una multitud de cientos de madrileños se congregó a las puertas del Palacio Real e intentó impedirlo, comenzando así los enfrentamientos y los primeros disparos. Las noticias de este tumulto se difundieron con rapidez por toda la ciudad y los soldados napoleónicos empezaron a ser atacados por una población enfurecida pero desarmada.  A pesar de tratarse de una revuelta completamente desorganizada, los combates callejeros entre los madrileños y los franceses fueron extraordinariamente violentos, especialmente en los alrededores de la Puerta del Sol. A las pocas horas, el mariscal Murat, comandante en jefe de las tropas francesas, logró concentrar unos 30.000 soldados en Madrid, con los cuales sofocó el levantamiento e inició una brutal represión fusilando a cientos de civiles.
   Sin embargo, los levantamientos armados contra los franceses se repitieron en numerosos lugares de España, entre los días 7 y 10 de mayo, a medida que se iban extendiendo las noticias de las abdicaciones de Bayona, del engaño francés y de los sucesos de Madrid. En todas partes, la multitud saqueó los depósitos de armas y exigió a las autoridades locales la declaración de guerra contra los franceses. No faltaron gobernadores principales y alcaldes que, preocupados únicamente por el mantenimiento del orden y temerosos por lo sin controlados alborotos populares o por una posible represalia francesas, dudaron y no se atrevieron a tomar ninguna iniciativa contra los invasores. En estos casos, las autoridades locales fueron destituidas e incluso asesinadas por los patriotas más exaltados.

        El levantamiento generalizado se convirtió en una prolongada y cruenta guerra de resistencia contra los franceses que duró seis largos años (1808-1813). Nuestra guerra de Independencia fue un conflicto internacional, con España convertida en escenario bélico del enfrentamiento entre Francia y Gran Bretaña y fue asimismo un conflicto civil entre españoles(patriotas contra afrancesados) en la que podemos distinguir tres fases.
    La primera fase transcurre desde mayo de 1808 hasta finales de ese mismo año las tropas francesas, que estaban dirigidas por el general Murat y sumaban casi 150.000 hombres, fueron incapaces de ocupar el país con rapidez y fracasaron en sus intentos de conquistar las ciudades de Gerona, Zaragoza y Valencia. Por el contrario, los españoles vencieron en batalla de Bailén y obligaron al ejército invasor a evacuar Madrid. José Bonaparte se  vio obligado a abandonar la capital y los franceses se vieron obligados también a levantar el sitio de Zaragoza

    La segunda fase se desarrolló desde finales de 1808 hasta finales de 1811.  Napoleón se traslado a España para dirigir personalmente las operaciones al frente de 250.000 soldados, entre quienes se encontraban muchos de los mejores veteranos del ejército imperial. Primero conquistaron Burgos, luego sitiaron Zaragoza, que esta  vez sí cayó y a continuación, tras la victoria de Somosierra, tomaron Madrid.  Esta. El Emperador retornó a Francia en enero de 1809, y durante los años siguientes el ejército francés consiguió imponer su superioridad militar y fue conquistando territorios con un elevado coste en pérdidas humanas. Así, en 1810, los franceses ya habían ocupado Aragón, Cataluña y casi toda Andalucía, excepto algunas zonas de Huelva y la ciudad de  Cádiz, que permaneció sitiada. Sin embargo, el ejército inglés, aliado ya con los españoles, impidió que los franceses recuperasen Portugal

    En cualquier caso, los 350.000 soldados franceses jamás lograron controlar por completo el territorio porque fueron hostigados continuamente por los guerrilleros españoles. Esta novedosa forma de lucha armada adoptada por los españoles, que además probaba la activa participación popular en la guerra, se caracterizaba por la actuación de pequeños grupos de combatientes que realizaban ataques rápidos y por sorpresa contra las tropas enemigas. Como consecuencia de la completa supremacía del ejército invasor francés, las partidas de guerrilleros renunciaban a las tácticas militares tradicionales y rehuyeron los enfrentamientos masivos en espacios abiertos, donde su inferioridad (en número, adiestramiento y equipamiento), con respecto al adversario hacía imposible la victoria. Por el contrario, la táctica de combate guerrillera se basaba en el aprovechamiento de la máxima movilidad y del mejor conocimiento del terreno para desgastar al enemigo mediante la realización de sabotajes contra sus depósitos de armamento, contra sus líneas de comunicaciones y contra sus abastecimientos en la retaguardia. Además, las cuadrillas de guerrilleros recibieron la colaboración de la población civil de las zonas rurales, que facilitó los alimentos necesarios y proporcionó información sobre los movimientos y los efectivos de las tropas invasoras.

     Las partidas de guerrilleros, que aparecieron por iniciativa espontánea en muy diferentes lugares del país, estaban compuestas por paisanos civiles sin ninguna experiencia de combate y también por ex militares procedentes de las distintas unidades ya desmanteladas del ejército regular español. Algunos de los cabecillas de guerrilleros más famosos fueron Juan Martín “el Empecinado”, Francisco Espoz y Mina, Juan Díaz Porlier y el sacerdote burgalés Jerónimo Merino. El ejército francés, que siempre se mostró  impotente para luchar con eficacia contra estas guerrillas, respondió desplegando una dura represión indiscriminada contra la población española en su conjunto.

    Durante los años 1812  y 1813 transcurre la fase final de la guerra. En la primavera de 1812 Napoleón decide atacar Rusia, para cuya campaña retiró las mejores unidades que tenía en España. En junio las tropas de Wellington entraban en Salamanca y un mes después tuvo lugar la batalla de Arapiles, en la que la que victoria inglesa abrió el camino hacia Madrid. Tras el desastre de Rusia, Napoleón retiró más hombres para asegurar la defensa de Francia, dejando a las fuerzas hispanobritánicas en superioridad, El 21 de junio de 1813 la batalla de Vitoria consumó la derrota francesa y obligó a José I a cruzar la frontera. El 11 de diciembre de ese mismo año, asediado en su propio territorio, Napoleón firmaba el Tratado de Valençay, por el que restituía en la Corona de España a Fernando VII

     Lógicamente estos 6 años de guerra tuvieron unas consecuencias  nefastas para la economía que ya de por sí estaba en crisis antes de comenzar la guerra. Además de la pérdida del monopolio sobre los productos coloniales y de la destrucción de la industria que tanto costó construir el siglo anterior, el Estado se endeuda de tal forma que tiene que pedir créditos. Esto conlleva un ánimo claramente especulativo, en vez de netamente productivo, entre los poseedores de capital, otro factor más para el estancamiento de la industria, mientras que Inglaterra, que no se vio directamente afectada en su suelo por las guerras napoleónicas, continuaba su camino imparable hacia la Revolución Industrial.  

    A todo ello habría que sumar las consecuencias demográficas con un gran número de bajas. Los datos de bajas varían mucho y  van desde los 300.000 hasta el millón de victimas a lo largo de casi 500  batallas e infinitas escaramuzas. Y como pasa en lo que respecta a la Revolución Industrial también la guerra acentuó el retraso en la Revolución demográfica, no sólo por las muertes directas en el campo de batalla sino también por el descenso de la tasa de natalidad que conlleva toda guerra. Además  España arrastraba la crisis demográfica desde fines del XVIII,  de tal forma que el crecimiento de la población española será uno de los más bajos del Continente durante el siglo XIX (no duplica su población hasta bien entrado el siglo XX): de 11.500.000 en 1797 (según el censo de Godoy, se pasa a 18.600.000 en 1900

 2.2. LA DIVISION DE LOS ESPAÑOLES
   La invasión francesa obligó a las diferentes corrientes ideológicas a tomar partido frente a la presencia francesa y a la nueva monarquía napoleónica Las actitudes ante la ocupación francesa fueron distintas. La mayoría de la población, perteneciente a distintos grupos sociales y opciones ideológicas (tanto ilustrados reformistas como liberales o contrailustrados tradicionalistas) se opuso a la ocupación y participó más o menos activamente en las luchas contra el ejército napoleónico. Este bando agrupaba posiciones muy diferentes. La mayor parte del clero y la nobleza deseaban la vuelta al absolutismo bajo la monarquía de Fernando VII, defendían la tradición y la religión católica y rechazaban todo cambio social. Por su parte, algunos ilustrados, creían que con la vuelta de Fernando VII se podría emprender un programa de reformas y la modernización del país dentro de los cauces del Antiguo Régimen. Finalmente, los liberales (burgueses, profesionales…) veían en la guerra la oportunidad de realizar un cambio en el sistema político. Era la ocasión para implantar en España un régimen político liberal, basado en una constitución como norma suprema, en la soberanía nacional, en la división de poderes, las instituciones representativas y la abolición de los privilegios estamentales y gremiales a fin de impulsar el desarrollo del capitalismo.

    Otro sector de la sociedad, compuesto especialmente por funcionarios públicos y empleados que vivían en ciudades controladas por los franceses, adoptó una posición más tibia e indecisa. Muchos de ellos incluso prestaron sumisos el exigido juramento de fidelidad a Bonaparte solo para sobrevivir y conservar su situación

    Por el contrario José I solo recibió el apoyo de un grupo numéricamente muy reducido de españoles. Estos colaboracionistas, que pronto recibieron el apelativo de “afrancesados”, pertenecían a los sectores sociales más altos y eran, en muchos casos, ilustrados cultos y entusiastas de la realización de reformas. Algunos de los motivos expuestos por esta minoría de afrancesados para justificar su colaboración con Napoleón fueron: La resistencia armada era inútil y  cualquier oposición a las invencibles fuerzas francesas provocaría inevitablemente la ruina de España. La única manera de evitar la desmembración del territorio español, de asegurar su integridad y de mantener los territorios americanos consistía en respaldar los planes  napoleónicos. El cambio dinástico ofrecía la posibilidad de emprender un programa de reformas que España necesitaba, evitando experiencias revolucionarias

    Aunque algunos afrancesados eran personas bienintencionadas, muchos otros eran simples oportunistas, ambiciosos ansiosos por medrar  y ocupar buenos cargos aprovechando la nueva situación. En cualquier caso, todos ellos fueron considerados traidores a su patria por la mayoría del pueblo español y, al finalizar la guerra, se vieron forzados a marchar al destierro por su colaboración con el enemigo (unos 15.000 afrancesados pasaron a refugiarse en Francia en 1814)

     El nuevo régimen político monárquico de Napoleón quedó diseñando  por el denominado Estatuto de Bayona, que fue elaborado en el entorno de Napoleón y proclamado en esa ciudad francesa en julio de 1808. Como el emperador pretendía que esta ley fundamental fuera aprobada con el respaldo de algunos de los españoles más influyentes, convocó apresuradamente a 150 de las más destacadas personalidades (diplomáticos, militares, nobles, profesores universitarios, clérigos, magistrados y grandes comerciantes) para que se reunieran en la localidad de Bayona. No obstante, casi todos rechazaron la propuesta y la asamblea comenzó con la presenciad de tan solo 65 españoles, quien en su mayor parte residían en Francia desde hacía ya años.

    El Estatuto de Bayona, que en realidad debe ser definido como una Carta Otorgada puesto que no fue realizado libremente por los representantes de la nación,  jamás fue aplicado en la práctica. Se trataba de un texto legislativo parcialmente reformista,  ya que incluía en su contenido el reconocimiento de ciertos derechos individuales(libertad de imprenta, libertad de movimientos, libertad de industria y comercio, igualdad fiscal), y la supresión de los gremios, los mayorazgos y de las torturas a los detenidos;  aunque también afirmaba la religión católica como la única permitida, garantizaba el mantenimiento de algunos privilegios estamentales y continuaba reservando al rey la práctica totalidad de los poderes, incluyendo las atribuciones gubernamentales y legislativas. Asimismo el Estatuto preveía la celebración de elecciones a representantes a Cortes, cada tres años, mediante un sistema de sufragio extremadamente restringido y por estamentos. Su contenido fue completado, algunos meses después, por otros decretos impuestos personalmente por Napoleón ordenando la abolición de la Inquisición y los derechos señoriales.

    De cualquier forma, José I fue un monarca siempre itinerante, obligado a viajar continuamente dependiendo del desarrollo de las operaciones militares, débil y falto de autoridad, que nunca logró ejercer el gobierno efectivo de España porque las decisiones más importantes las tomó su hermano Napoleón

     De la misma manera que las partidas de guerrilleros fueron una prueba de la participación de los españoles en la guerra, los Juntas fueron la demostración de su participación en la revolución política. Las Juntas, cuyos miembros actuaban  en representación del pueblo, fueron los nuevos organismos políticos que se hicieron cargo del gobierno en la España de la resistencia. Estas improvisadas Juntas locales y provinciales se formaron contra los franceses en numerosas ciudades y pueblos del país inmediatamente después de conocerse las abdicaciones de Bayona. Entre sus componentes predominaban los hombres más prestigiosos y distinguidos de cada localidad, que siempre pertenecían a los grupos sociales dirigentes, y  más influyentes, ricos y poderosos: nobles, oficiales del ejército, altos funcionarios, jueces, abogados, profesores, algunos miembros del clero y unos  pocos comerciantes burgueses. Dentro de las diferentes Juntas hubo discrepancias ideológicas, ya que sus miembros no compartían sus mismos valores y propósitos. Incluso no faltaron Juntas donde se impusieron los puntos de vista  de los más tradicionalistas e inmovilistas, como sucedió en la Junta de Cataluña, que se pronunció en defensa del absolutismo monárquico declarando al rey  “sagrado y con todo mando y gobierno”, o en la Junta de Granada, que nombra “generalísima del ejército”  a la Virgen de las Angustias.
   En septiembre de 1808 se creó la Junta Central, que quedó integrada por 36 miembros en representación de las 18 diferentes Juntas provinciales. Estaba presidida por el conde de Floridablanca, ministro con los dos últimos Borbón, y también formaban parte de ella el reformista Jovellanos. Esta Junta estableció primero su sede en Aranjuez pero posteriormente se trasladó a Sevilla y Cádiz, obligada por el avance de las tropas de Napoleón. La Junta Central pasó a convertirse en la suprema y legítima institución política que, en ausencia del rey, asumió el gobierno del país hasta 1810, dirigió la resistencia contra los franceses, firmo un tratado de alianza antinapoleónica con el gobierno británico y tomó la iniciativa de convocar a los representantes de la nación  para una reunión extraordinaria de las Cortes de Cádiz.  Esta sí que fue una iniciativa realmente revolucionaria ya que hasta entonces  el derecho de convocatoria de Cortes quedaba reservado exclusivamente a los reyes. Sin embargo la Junta Suprema Central no logró ejercer su autoridad de forma indiscutible (Las Juntas provinciales no habían sido disueltas y con frecuencia se negaron a aceptar sus decisiones) y cometió errores en la dirección de las operaciones militares (las derrotas y las retiradas contra los franceses fueron continuas). A fines de enero de 1810 la Junta Central se autodisolvió y traspasó sus poderes a una Regencia de cinco miembros.
2.3. LOS COMIENZOS DE LA REVOLUCION LIBERAL
    La idea de convocar Cortes se había planteado por primera vez en la Junta Central, pero fue el Consejo de Regencia quien realizó la convocatoria de las Cortes de Cádiz. Durante los primeros meses, y con enormes dificultades, los diputados que consiguieron atravesar el territorio en plena guerra fueron llegando a Cádiz, una ciudad permanentemente sitiada por el ejército napoleónico. La mayor parte de ellos habían sido elegidos en representación por las distintas Juntas provinciales, pero muchos otros asistieron a las reuniones de las Cortes en calidad de suplentes (el desplazamiento desde algunos lugares del país cruzando zonas bajo control militar francés resultó imposible para numerosos diputados)
    Para permanecer a salvo de las tropas enemigas, se decidió que las Cortes se celebraran en  el edificio de la Iglesia de San Pedro y San Pablo en la gaditana isla de León (San Fernando).Predominaban los individuos pertenecientes a las clases medias y con una solida formación intelectual y académica. Por el contrario había una escasa presencia de nobles y miembros del alto clero
    Pronto aparecieron entre los diputados tres tendencias ideológicas diferentes: los liberales, los jovellanistas y los absolutistas. Los liberales, partidarios de la aplicación de reformas revolucionarias y de conceder la soberanía a las Cortes, fueron los que ejercieron mayor influencia en las Cortes; destacó Martín de Arguelles. Los renovadores o jovellanistas, seguidores de Jovellanos. Inspirados en el modelo existente en  Gran Bretaña, los jovellanistas pretendían reformar y mejorar el sistema político español limitando parcialmente el poder del rey e introduciendo innovaciones graduales con prudencia y poco a poco. Sus proyectos para modernizar el país se fundamentaban en la conveniencia de evitar una violencia ruptura con las instituciones tradicionales y por este motivo se oponían a la revolución y al principio de la soberanía nacional. Abogaban por una reforma del sistema político basada en un compromiso entre la nación y las Cortes estamentales. La soberanía pertenecía a los órganos que reflejan la continuidad histórica del pueblo español: Rey-Cortes conjuntamente. Querían reformar pero sin romper con la tradición. Los absolutistas contrarrevolucionarios, que fueron llamados despectivamente los “serviles” por sus adversarios, defendieron el viejo absolutismo monárquico (aunque depurado de los vicios y corrupción de la etapa de Godoy) y se opusieron sin éxito a las medidas legislativas reformistas impulsadas por los liberales. También intentaron justificar los privilegios nobiliarios de  la nobleza que era una “institución divina” que servía de “guía y modelo natural para las demás clases sociales”. Para estos inmovilitas, los diputados liberales eran unos “mocitos que seducían y engañaban, incapaces de trabajos serios, sin experiencia ni conocimiento del mundo” y “unos monstruos inmundos más soberbios que Lucifer”. Entre los absolutistas se encontraban numerosos eclesiásticos, que intentaban propagar sus ideas entre la población utilizando los sermones en las iglesias, los catecismos y la prensa.
    En general predominaron las ideas liberales, sobre todo al principio, puesto que entre los refugiados en Cádiz abundaban los partidarios de las reformas. El ambiente revolucionario y patriótico de Cádiz, la ciudad más cosmopolita del país y símbolo de la resistencia, permitió que el ideario liberal pudiera plasmarse en la Constitución de 1812
     Las Cortes iniciaron sus sesiones, con gran precipitación, en septiembre de 1810. La actuación y los propósitos de los diputados allí reunidos eran completamente imprevisibles, sin embargo, los representantes liberales demostraron poseer una gran habilidad para ejercer una eficaz presión e imponer sus ideas y propuestas. En consecuencia las Cortes aprobaron una declaración donde se proclamaba como legítimo rey a Fernando(a quien se consideraba secuestrado por los franceses), pero donde también se rechazaba el absolutismo y el origen divino del derecho del monarca a gobernar (un principio que había quedado desacreditado como consecuencia de la indigna conducta de los propios reyes españoles durante el motín de Aranjuez y las abdicaciones de Bayona). A partir de este momento se plantearon  dos medidas revolucionarias. Unas de carácter político, con la intención de suprimir el absolutismo y establecer una Constitución que asumiera la división de poderes. Su resultado fue la Constitución liberal de 1812, y otras de carácter social, cuyo objetivo era erradicar la sociedad estamental y los privilegios para establecer una sociedad organizada sobre los principios del individualismo ilustrado: libertad, igualdad, propiedad y seguridad

    El último de estos objetivos se llevo a cabo mediante la aprobación de una serie de decretos y leyes entre 1810-1813 .Antes y durante la elaboración de la Constitución, los diputados aprobaron una serie de leyes ordinarias para acabar con el Antiguo Régimen, dando forma al nuevo sistema político y económico. Se abolieron los derechos feudales y los señoríos jurisdiccionales, es decir, la dependencia que tenían los campesinos respecto a los señores. Desde entonces los señores dejarían de administrar justicia y de percibir rentas. No obstante, la nobleza consiguió conservar casi todos sus bienes porque sus viejas posesiones fueron convertidas en títulos de propiedad privada.
      Se decretó también la eliminación del mayorazgo y se declaró la libre propiedad. Fueron suprimidos los gremios (junio de 1813), lo que significó  el derecho de libertad de trabajo, producción, contratación y comercio. Estas medidas afectaron negativamente a los campesinos (que podían ver aumentadas las rentas de arrendamiento) y a los trabajadores de fábricas y manufacturas (que podían ver aumentada su jornada laboral y reducida sus salarios). 

     Se establecía la  libertad de imprenta, al servicio de la opinión pública, si bien se exceptuaron los temas religiosos, que quedaban sometidos a censura eclesiástica.
     Las Cortes aprobaron también una abundante legislación religiosa. Las medidas buscaban una reforma de la Iglesia que permitiera un reparto más justo de sus rentas, mejorar la instrucción del clero y hacer más eficaz la administración eclesial. Entre otras medidas expropiaron bienes de obras pías y órdenes militares y se eliminó la Inquisición

    Por último  se puso en marcha la desamortización de los bienes de propios y baldíos, con el fin de amortizar la deuda y recompensar a los militares retirados

     La Constitución de 1812, texto excesivamente prolijo y minucioso, consta de 384 artículos agrupados en diez títulos: I. De la Nación española y de los españoles  II Del territorio de las Españas, su religión y su gobierno, y de los ciudadanos españoles III. De las Cortes. IV. Del Rey V. De los tribunales y de la administración de justicia en los civil y la criminal VI. Del gobierno interior de las provincias y de los pueblos VII. De las contribuciones VIII. De la fuerza militar nacional  IX. De la Instrucción pública X. De la observancia de la Constitución y modo de proceder para hacer variaciones en ella.
     El principio básico del liberalismo, la Soberanía Nacional,  fue aprobada en la primera sesión de las Cortes (y luego trasladada al artículo 3 de la Constitución) y significaba el reconocimiento de que el poder residía en la nación, el conjunto de los ciudadanos, sin distinción de estamentos y que se expresa a través de las Cortes formadas por representantes de la nación. Fue defendido ardorosamente por el grupo más brillante de los liberales (Argüelles, Muñoz Torrero, Toreno...) siguiendo las ideas de la Revolución Francesa y de la Independencia de EE.UU. y será la base de toda la futura reforma liberal del Estado: reconocimiento de derechos individuales, limitación del poder real, separación de poderes, supresión de privilegios, etc.

    .A lo largo del texto constitucional encontramos diversos derechos, pero no muy elaborados: igualdad jurídica, inviolabilidad del domicilio, libertad de imprenta para libros no religiosos, sufragio.....etc. Los derechos individuales que establece la Constitución del 12 son la base de las propuestas liberales: derecho a la propiedad, a la igualdad ante la Ley (igualdad jurídica) y la Hacienda (pago de impuestos), al sufragio, a las garantías procesales (condiciones que aseguran juicios justos), a la inviolabilidad del domicilio, a la libertad de imprenta (a excepción de los escritos de carácter religioso, que seguirían bajo el control de la censura eclesiástica), etc..
     La igualdad de todos los ciudadanos ante la ley significo el fin de las diferencias estamentales y de los privilegios fiscales, militares y jurídicos que habían beneficiado a los nobles durante siglos. La intención de los diputados consistía en eliminar los obstáculos que impedían el ascenso de los mejores individuos, de cualquier origen social y familiar, a los puestos más destacados. En cualquier caso los liberales siempre mostraron su rechazo al “nefasto igualitarismo económico” porque consideraban que la propiedad privada era un derecho individual fundamental e intocable. En el mismo sentido, los diputados reafirmaron su oposición a la igualdad total entre los hombres, calificada como  “un delirio quimérico” que conducía inevitablemente a una “horrorosa anarquía”  y a la destrucción de la sociedad. Con respecto a la homogeneización legislativa de los distintos territorios, en el texto constitucional se omitió toda alusión explicita al mantenimiento o derogación de los fueros particulares de vascos y navarros. No obstante numerosos escritores y políticos liberales se pronunciaron en contra de su mantenimiento. Por ejemplo, Manuel José Quintana pidió la supresión de las “distinciones a los ojos de la ley entre valencianos, aragoneses, castellanos y vizcaínos porque todos deben ser españoles
     La estructura del Estado corresponde a la de una monarquía limitada, basada en una división estricta de poderes:

El poder legislativo reside en “las Cortes con el rey”. El poder legislativo fue confiado a unas Cortes Unicamerales y el gobierno asumió el ejercicio del poder ejecutivo, mientras que el poder judicial quedó depositado en los tribunales. De esta forma se puso fin a la anterior acumulación, casi ilimitada de poderes en manos del rey, que era unas de las características esenciales de la forma de gobierno durante el Antiguo Régimen

     La Constitución de Cádiz recortó rigurosamente las atribuciones y prerrogativas del monarca, de manera que la potestad del rey quedó subordinada al poder superior e las Cortes. Así, el monarca tenía prohibido contraer matrimonio sin el consentimiento expreso de las Cortes, perdía sus funciones judiciales y la potestad de establecer impuestos, tampoco podía efectuar alianzas diplomáticas ni tratados comerciales internacionales, y sus órdenes quedaban invalidadas en caso de no llevar la firma del ministro correspondiente (quien en consecuencia era el único responsable ante la cámara legislativa de las decisiones tomadas durante su gestión en el gobierno). Además, como demostración de la desconfianza que sentía la mayoría de los diputados hacia Fernando VII(por su sospechosa trayectoria personal en el pasado) y como medidas para impedir un posible retorno al absolutismo, el texto constitucional proclamaba que el monarca no podía disolver las Cortes  y que solo poseía un derecho de veto suspensivo transitorio, durante dos años , sobre las leyes aprobadas en Cortes; después el rey quedaba obligado a aceptar y sancionar la ley si así lo estimaba oportuno la mayoría de los diputados(de forma que el rey solo tenía capacidad para retrasar la entrada en vigor de un proyecto de ley. Sin embargo el monarca conservaba atribución para  designar libremente a los ministros del gobierno, que, eso sí,  debían contar con el apoyo mayoritario de las cortes según el principio de “doble confianza”
     Según las normas electorales contenidas en el articulado constitucional, los diputados actuaban en representación de todos los ciudadanos españoles, quienes debían elegirlos mediante un complicado procedimiento por sufragio universal indirecto en cuarto grado. Todos los hombres mayores de 25 años tenían derecho a reunirse en las llamadas juntas de parroquia para votar a unos compromisarios o intermediarios, quienes luego elegían a un delegado; todos los delegados electos en los diferentes pueblos se reunían posteriormente par nombrar, en esta ocasión mediante voto secreto, a los compromisarios de distrito, los cuales debían trasladarse a la capital  de la provincia para celebrar otra asamblea y elegir finalmente al diputado a Cortes por su provincia.  Asimismo, los ciudadanos de las provincias americanas, excluyendo a los indios y a los negros, obtuvieron el derecho a elegir a sus representantes en las Cortes, Los alcaldes y concejales municipales también tenían que ser elegidos democráticamente por sus vecinos.
     Como ya hemos dicho, el reconocimiento  de derechos y libertades individuales aparecía disperso en varios apartados: libertad de imprenta, inviolabilidad del domicilio, derecho de propiedad y derecho a la educación.  Por el contrario, la proclamación del catolicismo como única religión permitida y la negación de la libertad religiosa fueron gestos de prudencia condicionados por la guerra y la necesidad de conservar la importantísima colaboración del clero en la lucha contra los franceses. Las Cortes tampoco suprimieron la esclavitud, a pesar de los esfuerzos de Agustín Argüelles para acabar con “infame” comercio de esclavos y conceder la libertad a los miles de negros que trabajaban en las plantaciones americanas. Sin embargo, la mayoría de los diputados consideraban que una supresión precipitada podía tener consecuencias muy negativas sobre la economía agraria colonial y arruinar a los propietarios de esclavos. En consecuencia, los esclavos negros se quedaron si derechos y excluidos de la consideración de ciudadanos españoles.
      En esta constitución también se remodelaron las fuerzas armadas y se redefinieron sus funciones, fijándose la obligación (para todos los varones mayores de edad) de contribuir a la defensa de la patria mediante la realización del servicio militar. Además se distinguía entre un ejército permanente encargo de la defensa exterior de la nación española y la llamada Milicia Nacional, un nuevo cuerpo militar eventual formado por ciudadanos civiles armados creado para defender el régimen liberal contra sus posibles enemigos internos.

    3.. EL REINADO DE FERNANDO VII. ABOSOLUTISTAS FRENTE A LIBERALES.(1814-1833)
3.1. EL RESTABLECIMIENTO DEL ANTIGUO RÉGIMEN (1814-1820)

    Los sueños napoleónicos de conquista se vinieron abajo en 1814 cuando las tropas francesas fueron derrotadas por completo en España y en toda Europa. A excepción de Inglaterra, todas las potencias europeas, Austria, Prusia, Rusia, que habían vencido en coalición al ejército napoleónico estaban gobernadas por monarcas absolutos. Incluso en la misma Francia fue repuesta la monarquía borbónica de origen divino en la persona de Luis XVIII, el hermano del guillotinado Luis XVI. En estas circunstancias los reyes de Austria (Francisco I), Rusia (Alejandro I) y Prusia (Federico III), creyeron que la derrota de Napoleón significaba la derrota definitiva de la Francia revolucionaria y de las ideas liberales. Por ello acordaron sumar sus esfuerzos para conseguir la reconstrucción del orden tradicional, la restauración plena del poder monárquico y la erradicación de liberalismo en todos los rincones del continente europeo. Este era el ambiente político predominante en Europa cuando concluyó la guerra de la Independencia, los últimos soldados franceses abandonaron la Península y Fernando VII retornó a España, donde fue recibido con gran entusiasmo popular, para hacerse cargo del trono.
          Fernando VII había sido formado desde su infancia para ser un monarca absoluto y cuando volvió a España se negó a convertirse en la “sombra del rey”, no quiso integrarse en el sistema político creado por las Cortes de Cádiz y rechazó las medidas reformistas que habían llevado a cabo los liberales durante la guerra antinapoleónica. El monarca no se encontraba sólo y para conseguir sus propósitos contaba con la colaboración entusiasta de muchos partidarios del rey.
    En principio, un tercio de los diputados de las Cortes de Cádiz se habían mantenido fieles a las ideas absolutistas e incluso  llegaron a redactar un documento llamando el Manifiesto de los Persas para reclamar la vuelta inmediata del Antiguo Régimen y descalificar la libertad de prensa como perjudicial para la nación. Los partidarios del absolutismo, considerando que “todo lo viejo era bueno y todo lo nuevo malo” confiaban en la ayuda divina para “exterminar a los enemigos del Trono y de la religión”

    Fernando VII también recibió el apoyo de una parte de los mandos del Ejército (especialmente los más viejos, como era el caso del general navarro Francisco Javier Elío y el general vizcaíno Francisco Ramón Eguía) y de casi todo el clero católico, implacablemente hostil hacia los liberales porque amenazaban su influencia, sus privilegios económicos y se habían atrevido a abolir la Inquisición. La colaboración de la Iglesia en los planes absolutistas del monarca fue total. Los clérigos exaltaron continuamente a Fernando VII como “el más amado y religiosísimo” en sus predicaciones y escritos. 

    Asimismo, el rey contaba con el respaldo de gran parte de la población campesina, que todavía mantenía una mentalidad apegada a la tradición y marcada por el respeto al rey, considerado como un padre para su pueblo. Los campesinos, que continuaban analfabetos y bajo la influencia de los sermones dominicales de los clérigos, ni se identificaban con las ideas liberales ni entendían las ventajas y beneficios de los cambios (como el derecho de voto o la libertad de expresión) introducidos por la Constitución de 1812.

    Golpe de o inmovilismo? y represión. Tras comprobar la debilidad de la situación de los liberales y su impotencia para oponer cualquier resistencia importante, Fernando VII, a pesar de su carácter siempre indeciso, inseguro y corto de valor, tardó solo dos meses en restablecer el absolutismo mediante   un decreto que anulaba todas las leyes aprobadas por las cortes de Cádiz y suprimía la Constitución de 1812.  Se iniciaba así un período de inmovilismo y represión. El rey recuperó todos los poderes, disolvió las Cortes e impuso el retorno al Antiguo Régimen como si nada hubiera ocurrido en España entre 1808 y 1814, mediante el restablecimiento de las exenciones fiscales estamentales, de los derechos señoriales, de las organizaciones gremiales, de la Inquisición y de los privilegios de la Mesta. Asimismo, reintrodujo las pruebas de la nobleza para ingresar en la oficialidad del Ejército y devolvió los bienes desamortizados a la Iglesia durante los años anteriores, de forma que los compradores de esas propiedades perdieron su dinero.

    El inmovilismo, la inoperancia y la ineficacia fueron las características predominantes del gobierno personal del rey y  de sus mediocres ministros entre 1814-1820. Sus pretensiones de prolongar la existencia íntegra  sin modificaciones del viejo y agotado sistema del Antiguo Régimen fracasaron por completo. Su mantenimiento resultaba inviable y únicamente agravó las dificultades. Resultaba ya imposible sostener sin cambios  unas instituciones como las del Antiguo Régimen que se encontraban en proceso de descomposición en toda Europa por su evidente incapacidad para ofrecer respuesta a los nuevos problemas y circunstancias.
    En el ámbito diplomático, España estrecho las relaciones con la Rusia zarista (otro de los países más reaccionaros de Europa) y se incorporó a la Santa Alianza en 1816.
    Al mismo tiempo, los partidarios del absolutismo aprovecharon el regreso  de Fernando VII para deshacerse de sus enemigos políticos, porque, como decía un periódico antiliberal “el cuerpo de la nación tiene  muchos miembros podridos y es necesario  cortarlos sin compasión”. Por ello el rey desató una dura represión política al ordenar la detención y encarcelamiento, bajo la acusación de traición, de los diputados liberales (entre ellos Agustín Argüelles, Martínez de la Rosa y Diego Muñoz Torrero) y de todos los simpatizantes de esta ideología. Lo mismo ocurrió con los afrancesados, que se vieron forzados a huir del país
   
La monarquía absoluta tuvo que enfrentarse a toda una serie de graves problemas. Por un lado la inestabilidad  e ineficacia del gobierno, con continuos cambios de ministros. Ni había una línea clara de actuación ni sus consejeros tenían capacidad política para dirigir un país, que, quisieran o no, ya no podía ser gobernado como antes. El auténtico gobierno en la sombra lo constituía la “camarilla” formada por hombres de confianza del rey, clérigos, aristócratas reaccionarios y consejeros que impedían cualquier cambio, por leve que fuera. Resultado de ello fueron seis años caóticos, en los que los problemas se fueron agravando progresivamente
    Por otro lado la situación económica era desastrosa. El país había quedado devastado tras la guerra contra los franceses, y los costes de la reconstrucción se sumaron a los gastos militares ocasionados por el nuevo conflicto contra los separatistas hispanoamericanos. Además, el restablecimiento de los privilegios fiscales estamentales provocó una disminución de los ingresos obtenidos con la recaudación de los impuestos, que continuó recayendo sobre los grupos sociales más desfavorecidos. La situación financiera del Estado era angustiosa y caótica. Las deudas acumuladas por la Hacienda Pública duplicaban la cifra del endeudamiento de época de Carlos IV  y superaban los ingresos fiscales reales que podían recaudarse en 10 años consecutivos. Hacia 1818 se llegó a la bancarrota y el gobierno se vio obligado  a suspender todos los pagos de los intereses de la deuda estatal. Todas las medidas adoptadas para resolver la situación fueron ineficaces, ya que era imposible impulsar el desarrollo de las actividades económicas y obtener más impuestos y recursos financieros sin alterar los fundamentos esenciales del Antiguo Régimen. Y para conseguirlo resultaba imprescindible eliminar las exenciones fiscales de nobles y clérigos, desamortizar las tierras, acabar con las trabas gremiales a la libertad de comercio e industria y liquidar los privilegios mesteños.
    Para empeorar las cosas, la pérdida de las colonias americanos causó una fuerte contracción de las actividades mercantiles, con la consiguiente quiebra de numerosos comerciantes y constructores de barcos españoles. La crisis económica también golpeó a los agricultores, que tuvieron que contentarse con sobrevivir viendo como descendían sus beneficios y como aumentaba el bandolerismo en los campos.

    A pesar de las persecuciones y del escaso apoyo de la población, los liberales, que eran una minoría pero estaban respaldados por bastante jóvenes oficiales dentro del ejército, seguían convencidos de la urgente necesidad de modificar el sistema político español para acabar con el absolutismo monárquico. Pensaban que esta forma de gobierno no sólo era injusta e ineficaz, sino que habían conducido a nuestro país a las continuas derrotas militares, al desastre económico, a la bancarrota y a la pérdida de los territorios en América. Por eso motivo fueron constantes las conspiraciones liberales, con el objetivo de hacerse con el poder e imponer sus ideas.

    Desde 1814 se repitieron los levantamientos armados con el propósito de arrebatar el poder absoluto a Fernando VII. Sin embargo, todas las sublevaciones encabezadas por jóvenes militares liberales que habían ascendido con rapidez durante los años de la Guerra de la Independencia fracasaron. Así ocurrió con el general Francisco Espoz y Mina en 1814, con el general Juan Díaz  Porlier (ejecutado en 1815), con el general Luis de Lacy (fusilado en 1817), con el general  Juan Valera Halen(descubierto y arrestado en 1818) y con el coronel Joaquín Vidal(detenido y ejecutado en 1819). Nuevamente , en enero de 1820, el teniente coronel Rafael Riego intentó otro golpe de Estado al frente de un destacamento de tropas(14.000 hombres) que se encontraba acampado en las proximidades de Sevilla y Cádiz a la espera de ser embarcado a Argentina para combatir contra los independentistas hispanoamericanos. Estos soldados, descontentos y desmotivados, se decidieron a secundar a Riego cuando tuvieron noticias de que los buques (comprados por el gobierno español a Rusia) preparados para transportarse por mar, tenían sus cascos de madera podridos; además Riego prometió a los soldados la entrega de una parcela de tierra y de cierta cantidad de dinero. Otros liberales militares como el coronel Antonio Quiroga y  civiles como Juan Álvarez Mendizábal, se sumaron a la rebelión iniciada por Riego en  Andalucía  y el movimiento revolucionario se extendió lentamente a lo largo de las semanas siguientes por Galicia, Asturias, Murcia, Aragón, Cataluña y Navarra. Las tropas afines al rey fueron incapaces de reaccionar y el Palacio Real de Madrid llegó a ser asaltado por los liberales para presionar al monarca y vencer sus últimas resistencias.
    Finalmente Fernando VII, sorprendido por el éxito del pronunciamiento de Riego, se vio obligado a aceptar el triunfo de los liberales  que recuperaron el poder por la fuerza y restablecieron la Constitución de 1812.En  general, los españoles contemplaron esta pugna entre liberales y antiliberales con indiferencia. Ni pelearon para sostener el gobierno absolutista, que nada había solucionado durante los seis años anteriores, ni apoyaron a los revolucionarios porque tampoco esperaban nada bueno de ellos.

3.2. EL TRIENO LIBERAL (1820-1823)

        Los nuevos gobernantes mantuvieron a Fernando VII en el trono  y permitieron el regreso de los afrancesados, pero se apresuraron a encarcelar a destacados partidarios el absolutismo (como los diputados firmantes del Manifiesto de los Persas o el general Elío, quien fue ejecutado).  Los liberales aprobaron a lo largo de los tres años que permanecieron el poder un conjunto de audaces y radicales medidas legislativas.

    En primer lugar se adoptaron medidas de reforma agraria, como los decretos de supresión de vinculaciones en todas sus formas (mayorazgos, tierras eclesiásticas y comunales), la desamortización de propios y baldíos con el doble propósito de proporcionar tierras a militares retirados y labradores, y destinar los fondos a amortizar la deuda del Estado. Fue un fracaso, la tierras subastadas fueron a parar a los propietarios, los únicos que podían comprar, y se recaudó mucho menos de los esperados. El diezmo se redujo a la mitad ya que los diputados no se atrevieron a eliminarlo por completo, para no arruinar a la Iglesia, lo que solo consiguió provocar el descontento de los campesinos. El restablecimiento del decreto de 1813 que declaraba la libertad de contratación, explotación y comercialización de la producción agraria, sirvió para que los propietarios revisaran al alza los viejos contratos. En resumen, la  mayor parte de ellas  beneficiaron más a los propietarios, que aumentaron sus rentas, que a los campesinos, que acabaron decepcionados con el régimen liberal y enfrentado a él.

    La política religiosa de las Cortes estuvo marcada por el anticlericalismo y la defensa de la autoridad del Estado, Se exigió a los clérigos que juraran la Constitución, que se estudiara en las escuelas (en manos de la Iglesia) y que se explicara desde los púlpitos, medidas que fueron rechazadas por los obispos Volvieron a suprimirse el Tribunal de la Inquisición y la Compañía de Jesús. Pero la medida más dura fue la Ley de Supresión de Monacales, por la que disolvían todos los conventos y se desamortizaban sus bienes para venderlos y amortizar la deuda. El resultado fue  que la Iglesia pasó a enfrentarse abiertamente con el régimen liberal y apoyar la contrarrevolución.
   Las Cortes también abordaron la reforma militar, para mejorar la instrucción, los salarios, y el sistema de ascensos así como para garantizar el sometimiento de ejército al poder civil y el orden constitucional. Igualmente se restableció la Milicia Nacional con el propósito de disponer de un cuerpo armado formado por ciudadanos civiles voluntarios que estuvieran dispuestos a defender el sistema liberal
    La reforma educativa se concreto en la secularización de la enseñanza, su extensión gradual y su ordenación en tres niveles (primaria, secundaria y superior)

   Por último los gobiernos del Trienio intentaron abordar el problema de la Hacienda. Se devaluó la moneda, se recortaron gastos y se pidieron créditos al extranjero. Las Cortes empezaron a estudiar una reforma fiscal que debía entrar en vigor en 1823, pero no hubo tiempo de ponerla en marcha. También en este terreno se decepcionó a los campesinos, a los que se obligó a seguir pagando parte de los diezmos, después de que muchos hubieran dejado de pagarlos de forma espontánea
       El período del Trienio se caracterizó por la agitación política permanente. Todas estas reformas suscitaron rápidamente la oposición de la monarquía, Fernando VII había aceptado el nuevo régimen forzado por las circunstancias, por eso,  intento continuamente bloquear y entorpecer como pudo las reformas, mientras que los liberales obligaron en ocasiones al rey a  firmar las leyes bajo amenazas. Además Fernando VII mantuvo desde 1821 contactos secretos con los monarcas absolutistas de la Santa Alianza solicitando su ayuda para recuperar el poder pleno.

    Las nuevas medidas liberales del Trienio provocaron el descontento de los campesinos, ya que se abolían los señoríos jurisdiccionales, pero no se les facilitaba el acceso a la tierra. Los antiguos señores se convirtieron en los nuevos propietarios, y los campesinos, en arrendatarios que podían ser expulsados de las tierras si no pagaban, con lo que perdían sus tradicionales derechos. Además, no se produjo una rebaja sustancial de los impuestos, y la monetarizacion de las rentas y de los diezmos, antes pagados con productos agrarios, obligaba a los campesinos a conseguir dinero  con la venta de sus productos. En una economía todavía de autosuficiencia resultaba muy difícil vender a un buen precio los productos y reunir la cantidad de dinero necesario para pagar las nuevas contribuciones.  De este modo, los campesinos más débiles e indefensos ante la nueva legislación capitalista, se sumaron a la agitación antiliberal 
    Entre los mismos liberales aumentaron las discrepancias y los encontronazos. Los liberales favorables a actuar con templanza y mesura (que recibieron el nombre de “doceañistas” por ser viejos veteranos de la época de la Constitución de Cádiz como Toreno, Muñoz Torrero, Pérez de Castro y Martínez de la Rosa) preferían evitar excesos, temían los desórdenes y estaban a  favor de buscar un acercamiento al rey, el clero y los nobles buscan su aceptación e integración pacífica en el sistema liberal. Los moderados eran partidarios de un gobierno fuerte, de una libertad de prensa limitada, del sufragio censitario, de la defensa de la propiedad y del orden social, Representaban a la burguesía urbana de negocios, y sus diputados procedían del exilio, habían sido “doceañistas” y ahora eran más conservadores. En las Cortes eran minoría.

     Por el contrario, los liberales más exaltados y jóvenes, los veinteañistas, (como Riego, Romero Alpuente o José Mª Calatrava) estaban decididos a actuar con más radicalidad, a romper por completo con el pasado y a solicitar el apoyo de los grupos sociales menos favorecidos (especialmente los trabajadores asalariados urbanos) para culminar la obra revolucionario. Para ellos la constitución gaditana había quedado obsoleta y era preciso reformarla. Su base social estaba integrada por las clases medias urbanas y la oficialidad del ejército. Entre ellos encontramos a Evaristo San Miguel, Mendizábal y Alcalá Galiano. Los radicales eran partidarios de una aplicación avanzada de la Constitución, control parlamentario del gobierno, sufragio universal, libertad de opinión, y menor énfasis en la defensa del orden y de la propiedad, anticlericalismo. Se apoyaban en las capas populares urbanas, y actuaban en los Clubes y Sociedades Patrióticas, en las que conspiraban abiertamente para forzar a las Cortes y al Gobierno a una política más revolucionaria. Eran abogados  jóvenes, intelectuales y militares exaltados. Mayoría en las Cortes, pasaron a controlar el gobierno  tras el fracaso del golpe contrarrevolucionario de julio de 1822

       El fin de la experiencia liberal se produjo por la acción de la contrarrevolución y por la intervención exterior.

En julio de 1822 se produjo un intento de insurrección contrarrevolucionaria, cuando cuatro regimientos de la Guardia Real se sublevaron. Fue sofocado por el ejército regular y la Guardia Nacional. Se formó entonces un gobierno radical, que pasó a vigilar estrechamente al rey, de quien desconfiaba.

    Por su parte, desde 1821,  actuaron en el norte partidas guerrilleras organizadas por la aristocracia y el clero absolutista, perjudicado por la supresión del diezmo y la venta de bienes monacales. En la primavera de 1822 tropas realistas tomaron Urgel, donde se instaló una regencia que resistió varios meses al ejército constitucional. La Regencia de Urgel fue una especie de Gobierno absolutista creado en esta localidad leridana con el propósito de combatir a los liberales. Fueron derrotados por el gobierno liberal y la mayoría se exilió a Francia, si bien quedaron varios focos en la zonas rurales del País Vasco, Cataluña y Navarra para formas el ejército de la fe, que acompañará,  unos meses más tarde, a los soldados franceses cuando entren en España para restaurar a Fernando VII como rey absoluto     

   No obstante, no fue la presión de estas guerrillas “apostólicas” la que puso fin al gobierno liberal, sino una intervención militar extranjera. Los monarcas absolutos de la Santa Alianza, reunidos en 1822 en un congreso celebrado en la ciudad italiana de Verona, decidieron actuar en España y Portugal para liquidar a sus respectivos gobiernos liberales.

    Así, un cuerpo de ejército formado por unos 125.000 soldados franceses, denominados los Cien Mil Hijos de San Luis, fue enviado por el rey Luis XVIII a nuestro país para ayudar a Fernando VII a recuperar su autoridad absoluta. Las tropas francesas cruzaron los Pirineos, penetraron por territorio vasco y llegaron a Madrid en sol un mes ante la completa pasividad de la población y la total incapacidad de los liberales para oponer una mínima resistencia armada

   3.3.  LA REACCION ABSOLUTISTA (1823-1833)
   Cuando Fernando VII volvió a gobernar con unos poderes absolutos, se entregó a la inmediata destrucción de todo lo realizado por los liberales durante el trienio. Introdujo nuevamente el diezmo y el mayorazgo, además de ordenar la devolución de todas las propiedades desamortizadas al clero. Los compradores de dichos bienes fueron tratados como semidelincuentes y el gobierno se negó a devolverle el dinero percibido por la compraventa. Dando muestras de una exagerada obsesión antiliberal, Fernando VII también dio instrucciones para invalidar y revisar todos los títulos académicos y las sentencias judiciales efectuadas durante el trienio, además fueron censados todos los empleados públicos contratados durante esos años
     Durante los primeros  meses, el rey desencadenó una feroz represión. Unos 130 militares liberales, entre ellos Riego y el mítico guerrillero de la guerra de la Independencia Juan Martín “el Empecinado” fueron ejecutados y se calcula que cerca de 60.000 civiles partidarios del liberalismo perdieron sus  empleos, sus propiedades o fueron encarcelados. Estas depuraciones afectaron principalmente a los funcionarios, a los profesores, a los oficiales del Ejército  y a todos aquellos que habían desempeñado cargos  municipales durante la etapa del gobierno liberal. Con el propósito  de estrechar  el control sobre la población, la policía recibió la orden de elaborar listas muy pormenorizadas con datos individuales, sobre hombres y mujeres, acerca de sus posibles simpatías revolucionarias, de su pasada pertenencia a la Milicia Nacional, de su afiliación a la masonería y de su participación en la compra de bienes nacionalizados al clero. Incluso se dicto una ley en 1824 condenando a muerte por delitos políticos a quienes simplemente “escribieran papeles contra la sagrada persona del rey o gritaran vivas a la Constitución”. Asimismo se reanudó la censura sobre todas las publicaciones escritas.
    Como Fernando VII desconfiaba de la fidelidad de los oficiales del Ejército tomo dos iniciativas en primer lugar solicitó al rey Luis XVIII la prolongación de la estancia en España de las tropas francesas cuya presencia, recudida a unos 30.000 hombres se mantuvo hasta 1828. En segundo lugar, creo y reclutó un nuevo cuerpo paramilitar de civiles armados, los llamados “voluntarios realistas” con la función de defender al gobierno absolutista de sus enemigos interiores en todas las localidades de la geografía española.
    La crueldad de la represión fernandina sorprendió desagradablemente incluso s a los monarcas de Francia y Rusia, que tanto le habían ayudado, y que ahora le recomendaban actuar con más tolerancia. Precisamente a causa de la presiones de rusos y franceses, Fernando VII no decidió restablecer la Inquisición. Sin embargo en su lugar creó las denominas Juntas de Fe, que sustituyeron y prosiguieron las tareas de la desaparecida Inquisición,   precisamente tras la condena de una Junta de Fe fue  ejecutado por delitos contra el  catolicismo  un maestro valenciano llamado Antonio Ripoll.

       Después de la furia represiva de los primeros meses, Fernando VII encargó la gestión de los asuntos de gobierno a algunos experimentados burócratas como Francisco Cea Bermúdez , el conde de Ofalia o Luis López Ballesteros, que introdujeron algunas prudentes reformas administrativas y económicas. Entre los motivos que impulsaron al rey a confiar en estos ministros destacan la insostenible situación financiera del Estado y sobre todo, la necesidad de realizar algunas mininas modificaciones técnicas para modernizar y mejorar el sistema monárquico absolutista con intención de asegurar su supervivencia. Los reformistas fernandinos no pretendían realizar ningún cambio político y también eran antiliberales, pero eran conscientes de que para reforzar la vieja monarquía, acabar con el desbarajuste económico y evitar el triunfo de los revolucionarios resultaba inevitable efectuar pequeñas modificaciones

     El principal problema al que tuvieron que enfrentarse los gobiernos absolutistas como anteriormente los liberales fue nuevamente la falta de recursos en la Hacienda para acometer reformas. Esta circunstancia se debía al fuerte marasmo del país tras la Guerra de la Independencia, los sucesos revolucionarios del Trienio y la pérdida del comercio de las colonias, ahora en pleno proceso de independencia de la metrópolis. Los liberales habían intentado encontrar una solución mediante las desamortizaciones y la reforma fiscal. Con la vuelta al absolutismo y los privilegios del Antiguo Régimen se cerró este camino, Ante la falta de crédito,  la Hacienda española solo pudo optar por el recorte de los gastos   Así, el ministro de Hacienda, Luis López Ballesteros, intento mejorar el estado de las finanzas. Se propuso pagar la deudas del país, elaboró, por primera vez en la historia de España, unos presupuestos generales del Estado, e impulsó las actividades económicas mediante la creación de un nuevo Código de Comercio, el Tribunal de Cuentas,  de la Bolsa de Madrid y el Bando de San Fernando, sustituto del antiguo Banco de San Carlos y precedente del Banco de España. A pesar de todos sus esfuerzos y  medidas no consiguió disminuir el endeudamiento estatal, que continuó incrementándose en estos años; y es que la catastrófica situación de la hacienda Pública solo podía solucionarse acabando con las exenciones fiscales que beneficiaban a los nobles, los clérigos y la población de los territorios forales vasconavarros. Por todo ello el endeudamiento estatal creció multiplicándose casi por diez entre 1823 y 1833 de manera que el gobierno no tuvo más remedio que solicitar créditos a bancos franceses pagado intereses cercanos al 50%
    En cuanto a las reformas administrativas adoptadas en esta fase se ha de mencionar la creación de nuevas instituciones, las más destacadas fueron el Consejo de Ministros, órgano encargado de coordinar las políticas del gobierno y el de Fomento, destinado a estimular el desarrollo económico del país.

     Esta tímida moderación provoco la aparición de los llamados realistas. Partidarios del absolutismo más cerril, criticaban el talante del rey, a su juicio demasiado blanco y el  hecho de que se mantuviera en altos cargos a ministros sospechosos de moderantismo. Eran partidarios de endurecer la represión contra los liberales y resucitar instituciones como la Inquisición
    Para conseguir sus objetivos acudieron a la conspiración en incluso a la insurrección. Recurrieron a intrigas en el entorno más próximo a la familia real, crearon organizaciones clandestinas (con nombres tan expresivos como el “Ángel Exterminador” o “El Ejercito de la fe” y formaron grupos armados que fracasaron en sus intentos insurreccionales. Estos grupos armados, que estaban formados  por unos pocos miles de hombres, actuaron en las zonas rurales catalanas aprovechando el descontento del campesinado a causa de las malas cosechas y llegaron a poner bajo su control las poblaciones de Vich, Cervera, Olot, Tortosa, Solsona, Manresa y Reus. La energética actuación del rey, que ordenó la ejecución de algunos cabecillas ultraabsolutistas, hizo que fracasaron todos sus intentos.
   En 1828, los absolutistas más intransigentes ya estaban definitivamente decepcionados con Fernando VII y se agruparon en torno al infante don Carlos Mª Isidro, hermano menor del rey, quien había demostrado ser un antirreformista y un teócrata convencido de que “lo primer era la gloria de Dios, el fomento y  esplendor de su santa religión” Los ultras depositaban todas sus esperanzas en que el monarca no había tenido descendientes, estaba prematuramente envejecido, a pesar de tener menos de 50 años de edad y poseía una pésima salud. En estas circunstancias confiaban en que don Carlos conseguiría heredar el trono en un suturo próximo.

    La acción más notable de estos sectores fue la revuelta de los “malcontents o agraviados”. Tuvo lugar en Cataluña en 1827 y fue promovida por los campesinos, descontentos con los impuestos y la administración. Llego a estar formada por 30.000 hombres. Fue sofocada por el ejército al mando del mismo Fernando VII. Sus cabecillas fueron ejecutados. Este movimiento es el precedente más directo de las guerras carlistas

4. CONCLUSIÓN
      La Constitución de 1812 se convirtió en un mito y una bandera de libertad, su importancia radica en que fue el comienzo del constitucionalismo español, en que inició la idea de que el poder emana de la soberanía nacional, tuvo una gran influencia y fue adoptada en algunos países de Europa (Nápoles, Piamonte, Portugal) y en las nuevas repúblicas iberoamericanas, como modelo para elaborar las suyas durante el siglo XIX. En algunos países se prefirió a la francesa porque simbolizaba la resistencia de una nación que había salido vencedora de Napoleón. Además, todo  el siglo XIX fue un hacer y deshacer la obra legislativa gaditana. 
    Pero apenas tuvo continuidad y tras la reincorporación de Fernando VII al Trono de España tanto la Constitución como la mayor parte de la obra legislativa quedaron suprimidas. Su periodo efectivo de vigencia fue muy breve: marzo1812-marzo 1814, enero 1820-noviembre 1823, agosto 1836- junio 1837.

    A pesar del triunfo de los liberales en las Cortes, como queda reflejado en el tipo de Constitución y en el contenido de las medidas que se promulgan, ese triunfo no fue definitivo: frente a su ideología revolucionaria se encontraba el sentimiento absolutista, muy arraigado en el pueblo, dirigido ideológicamente por el clero; por otra parte, la burguesía constituía un sector minoritario dentro del conjunto social, y el contacto entre los intelectuales reformistas y el pueblo analfabeto era nulo. Tanto es así que la inmensa mayoría de los españoles, que había luchado en la guerra y aclamado el regreso de Fernando VII, no tenía conocimiento alguno sobre el proceso revolucionario desarrollado en Cádiz, ni sobre lo que significaban conceptos como soberanía, liberalismo, derechos, etc... Era por lo tanto inevitable que se produjera un enfrentamiento ideológico entre los españoles, que se hará sangriento a lo largo del siglo XIX.
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